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1. LA RESERVA ELECTORAL 
POR SEXOS 
Y SU CONSTITUCIONALIDAD

Bajo la preocupación por una recalci-
trantemente baja participación de las
mujeres en órganos políticos represen-
tativos, especialmente en los parlamen-
tos, en varios países europeos se están
produciendo iniciativas para romper el
techo tradicional y caminar hacia lo que
se ha comenzado a denominar “demo-
cracia paritaria”. 

En España, el PSOE ha creado un gru-
po de estudio para la reforma de la ley
electoral que está considerando la in-
troducción de algún mecanismo que
garantice una mayor igualdad en la re-
presentación de las mujeres. Y, cierta-
mente, pasado un siglo largo de las de-
nuncias de las sufragistas por la
desigualdad política femenina, si en el
derecho a votar (el sufragio activo) ha-
ce tiempo que no hay entre hombres y
mujeres diferencias significativas, ni ju-
rídicas ni sociales, no puede decirse lo
mismo respecto al derecho a ser vota-
das (el sufragio pasivo), cuyo recono-
cimiento jurídico no termina por ir
acompañado de una capacidad efectiva
para actuar como representantes.

Compartiendo plenamente el objetivo
de igualdad social y política de las mu-
jeres, e incluso la justificación y la perti-
nencia de adoptar en determinados ca-
sos acciones positivas radicales para
lograrla, estas páginas pretenden refle-
xionar únicamente sobre la constitu-
cionalidad de una reforma de la ley
electoral española que viniera a estable-
cer la obligación de toda candidatura
de reservar un determinado porcentaje
a candidatas femeninas. Aunque, por
ser más preciso, para evitar un fácil pe-
ro irreal y a fin de cuentas estúpido re-
proche de discriminación seguramente
tal reforma se propondría como prohi-
bición de que cualquiera de los sexos
exceda un cierto porcentaje en las listas
presentadas a los electores. así ocurrió
en dos leyes italianas de 1993, luego
declaradas inconstitucionales, que en
las candidaturas a elecciones municipa-
les prohibía que ninguno de los dos se-
xos sobrepasara los tres cuartos de los
concejales elegibles en los municipios

de menos de 15.000 habitantes y los
dos tercios en los restantes.

Como consideración muy general y
previa, no estaría de más decir que el
simple establecimiento de una reserva
porcentual o cuota que garantice una
cierta presencia de candidatas femeni-
nas podría ser una propuesta funcional-
mente ineficiente si no se garantizara
además una cierta reserva en la ordena-
ción o colocación de tales candidatu-
ras , de modo que los puestos con po-
sibilidades reales de elección no
queden predispuestos fundamental-
mente para varones. Por esa misma ra-
zón, para evitar sesgos, de adoptarse un
sistema de listas no bloqueadas (en
donde el votante puede reordenar la
candidatura elegida o establecer prefe-
rencias en ella), las papeletas utilizables
en defecto de selección personalizada
por parte del votante deberían tener un
orden aleatorio, como el alfabético. En
lo que sigue, consideraré la cuestión de
la constitucionalidad de una eventual
reforma de tal carácter, en el entendido
de que para su respuesta no hay dife-
rencia entre el simple establecimiento
de una reserva sin más y la adición de re-
gulaciones complementarias como las
que acabo de sugerir.

La reserva electoral femenina es, desde
luego, un caso claro de acción positiva,
esto es, de medida desigual en favor de
la igualdad de un grupo discriminado.
Es también un caso de lo que, crítica-
mente en su origen, se ha denominado
discriminación positiva o inversa, en la
medida en que entran en juego cuotas,
que parecen alterar las preferencias sobre
individuos determinados en un ámbito
como el de la dura competencia por
los puestos de responsabilidad política.
Sin embargo, como la justificación y
constitucionalidad de este último tipo de
medidas es polémica y no puede resol-
verse sin más acudiendo a una deno-
minación, es necesario entrar en el
fondo de los criterios subyacentes a la
discusión. Para ordenar los argumentos
me serviré de tres grupos de senten-
cias, (complejas y de diferente alcance),
que probablemente habrían de servir
como precedentes aunque no necesa-
riamente como precedentes vinculantes
para nuestro Tribunal Constitucional
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En tal sentido la sentencia del Tribunal Cons-
titucional 61/1987 dice claramente que “el
derecho de sufragio pasivo [comprendido en el
art. 23.2 de la Constitución...] no resulta
menoscabado, ni afectado siquiera, por el orden
en el que los candidatos (todos ellos elegibles),
aparezcan en la lista, sin perjuicio, claro está, de
que tal orden haya de resultar relevante, pero sin
restringir ya el derecho fundamental de ninguno
de los candidatos, en el procedimiento de escru-
tinio, y de asignación de puestos en el Órgano
de que se trate, que subsiga al acto de la vota-
ción”.
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si tuviera que pronunciarse sobre una
reforma como la comentada: 

Las sentencias del Tribunal Cons-
titucional español 128/1987 y
269/1994.

Las sentencias Kalanke y Marschall,
ambas del Tribunal de Justicia de las
Comunidades Europeas (TJCCEE),
respectivamente de 17 octubre de
1995 y de 11 de noviembre de 1997.

La sentencia de la Corte Costituzió-
nale italiana n. 422, de 6-12 de sep-
tiembre de 1995.

2. LA JURISPRUDENCIA 
DEL TRIBUNAL
CONSTITUCIONAL ESPAÑOL

Hay dos sentencias especialmente re-
levantes del Tribunal Constitucional
español en relación con las acciones
positivas: las sentencias 128/1987,
de 16 de julio, y 269/1994, de 3 de
octubre. En la primera de ellas el tri-
bunal rechazó el recurso de amparo
de un Ayudante Técnico Sanitario
que había alegado discriminación
contraria al art. 14 de la Constitución
porque en un hospital del INSALUD
se reconocía un complemento retri-
butivo de 4.000 pesetas en concepto
de guardería sólo para las trabajado-
ras y viudos con hijos menores de 6
años. Esta sentencia seguramente
constituye un caso de fallo discutible
pero con buena doctrina, de modo
que su justificación resulta válida aun-
que el resultado concreto sea objeta-
ble en la medida en que la limitación
de la ayuda familiar sólo a las mujeres,
que es lo que decide la sentencia, fa-
vorece menos el trabajo femenino
que la generalización de tal ayuda.

En todo caso, la doctrina sentada en
la sentencia es sólida y valiosa: así, tras
poner de manifiesto que “la discrimi-
nación por razón de sexo se halla ex-
presamente prohibida por la tradicio-
nal situación de inferioridad de las
mujeres” (cf. Fundamento jurídico

5), el tribunal diferencia entre las me-
didas “protectoras” tradicionales, co-
mo la prohibición del trabajo noctur-
no o de actividades penosas, que
reproducen esquemas discriminato-
rios de relegación de la población fe-
menina (cf. FJ 6), y las medidas “diri-
gidas a eliminar situaciones de
discriminación existentes”, es decir,
las acciones afirmativas o positivas,
cuyo objetivo y resultado deben ser
remediar la situación de inferioridad
de “determinados grupos sociales”
definidos, entre otras características,
por el sexo (y, cabe afirmar, en la in-
mensa mayoría de las veces, por la
condición femenina) y colocados en
posiciones de innegable desventaja
en el ámbito laboral, por razones
“que resultan de tradiciones y hábitos
profundamente arraigados en la so-
ciedad y difícilmente eliminables” (FJ
7). Pues bien, la desigualdad impues-
ta por tales acciones positivas, que da
un “tratamiento distinto a situacio-
nes efectivamente distintas”, es según
la sentencia perfectamente conforme
con el principio constitucional de
igualdad, integrado por los arts. 1.1,
9.2 y 14 de la constitución , con la
salvedad de su sometimiento a “revi-
sión periódica” para comprobar la
pervivencia de la previa discrimina-
ción (cf. FFJJ 7-8).

En cuanto a la otra sentencia, la
269/1994, de 3 de octubre, si no me
equivoco es la única decisión de nues-

tro más alto tribunal que ha resuelto
un caso de discriminación inversa en
el que, además del principio de igual-
dad, entraba en juego el criterio de
mérito y capacidad exigido en el art.
103.3 de la constitución para el acce-
so a la función publica. El asunto se
planteó por el recurso de una mujer
frente a una orden del Gobierno 
Autónomo de Canarias que, en cum-
plimiento de una ley de aquella 
Comunidad Autónoma, había con-
vocado un concurso-oposición para
cubrir 189 plazas de un cuerpo admi-
nistrativo superior, de las que reserva-
ba seis para personas con un tercio de
minusvalía, siempre que superasen las
pruebas selectivas correspondientes
(la mujer había recibido el número
189, pero obtuvo la plaza en su lugar
un discapacitado que, habiendo su-
perado la calificación mínima exigida
de 5 puntos, obtuvo el puesto 195).

En lo que se refiere al tema de la
igualdad, el Tribunal Constitucional,
tras sugerir que la minusvalía es una
de las causas discriminatorias inclui-
das en la cláusula final de apertura del
art. 14 (cualquier otra condición o
circunstancia personal o social), con-
sidera que el establecimiento de me-
didas favorecedoras como la recurri-
da no sólo no viola tal precepto sino
que, en su tendencia a procurar la
igualdad sustancial, “constituye un
cumplimiento del mandato conteni-
do en el art. 9.2” (FJ 4). Por su parte,
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en cuanto al asunto de los méritos,
aunque a mi modo de ver más endeble-
mente, la sentencia argumenta que la
selección realizada tuvo en cuenta la
aptitud e idoneidad de los sujetos favo-
recidos por la medida, sugiriendo im-
plícitamente que la igualdad en la con-
sideración de los méritos no exige
necesariamente preferir a quien tiene
mayores méritos, sino, en el tipo de ca-
so considerado al menos, simplemente
que se tengan méritos suficientes o mí-
nimos. Aunque esta argumentación re-
sulte objetable, lo decisivo para el asun-
to de la reserva electoral son dos
aspectos: en primer lugar, que el senti-
do de la decisión del Tribunal Consti-
tucional fue en este caso favorable a la
cuota para el ingreso de discapacitados
gracias a una interpretación muy flexi-
ble del principio del mérito; y, en se-
gundo lugar, que, a diferencia del acce-
so a la función pública, en materia de
representación política el artículo 23 de
la Constitución, que es el único rele-
vante para nuestro asunto, no hace
mención alguna del criterio de los mé-
ritos .

La conclusión de esta jurisprudencia es
convergente: en la doctrina del Tribunal
Constitucional español hay decisiones y
argumentos en favor de sistemas legales
de cuotas con el objetivo de conseguir
una mayor igualdad sustancial para co-
lectivos discriminados. No obstante, ha
de tenerse en cuenta que nada garantiza
que esos precedentes vayan a seguirse, ni

en su espíritu ni en su letra, en decisiones
futuras, que podrían argumentar en sen-
tido opuesto, tanto de forma expresa,
mediante una revisión de la doctrina, co-
mo implícita, destacando diferencias en-
tre los casos anteriores y el de la reserva
electoral que justificaran una decisión
distinta. Los apartados que siguen servi-
rán para analizar algunos de los argu-
mentos que podría utilizar el tribunal en
tal eventualidad.

3. LA DOCTRINA DEL TRIBUNAL 
DE JUSTICIA DE LAS 
COMUNIDADES EUROPEAS

Las sentencias del TJCCEE tienen un
alcance muy limitado en la materia elec-
toral aquí considerada porque se refie-
ren a una directiva de la unión Europea
en materia laboral. No obstante, los cri-
terios generales adoptados por el tribu-
nal europeo en la interpretación del
concepto de discriminación por razón
de sexo, muy restrictivos para las políti-
cas de cuotas, son susceptibles de gene-
ralización y, en tal sentido podrían ser
utilizados también frente a una reforma
electoral como la aquí considerada.

En sustancia, la sentencia del caso Ka-
lanke declaró contraria a la Directiva
76/207 una ley de un land alemán que
para los ascensos en la función publica
concedía preferencia a las mujeres fren-
te a los candidatos masculinos con la
misma capacitación si, en el sector de
que se trata, están infrarrepresenta-
das”. La argumentación del Tribunal
fue que tal preferencia violaría el “prin-
cipio de igualdad entre hombres y mu-
jeres” y la prohibición de toda discri-
minación por razón de sexo”,
proclamados en la citada directiva, y
ello a pesar de que ella misma precisaba
expresamente que ni aquel principio ni
esta prohibición “obstarían a las medi-
das encaminadas a promover la igual-
dad de oportunidades entre hombres y
mujeres, en particular para corregir las
desigualdades de hecho que afecten a
las oportunidades de las mujeres”.

Posteriormente, la sentencia del caso
Marschall ha matizado la línea interpre-
tativa anterior, aun sin revocarla por
completo, hasta admitir las cuotas
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El art. 1.1. dice: “España se constituye en un
Estado social y democrático de Derecho, que
propugna como valores superiores de su orde-
namiento jurídico la libertad, la justicia, la igual-
dad y el pluralismo político”. Por su parte, el art.
14 establece: “Los españoles son iguales ante la
ley, sin que pueda prevalecer discriminación
alguna por razón de nacimiento, raza, sexo,
religión, opinión o cualquier otra condición o
circunstancia personal o social”. Y, en fin, el 9.2
añade: “Corresponde a los poderes públicos
promover las condiciones para que la libertad y
la igualdad del individuo y de los grupos en que
se integra sean reales y efectivas; remover los
obstáculos que impidan o dificulten su plenitud
y facilitar la participación de todos los ciuda-
danos en la vida política, económica, cultural y
social”.

El artículo 23 de nuestra Constitución recoge
de la siguiente forma tanto el aspecto activo
como el pasivo del derecho de sufragio: 1. Los
ciudadanos tienen el derecho a participar en los
asuntos públicos, directamente o por medio
de representantes, libremente elegidos en elec-
ciones periódicas por sufragio universal. 2. Asi-
mismo, tienen derecho a acceder en condicio-
nes de igualdad a las funciones y cargos públicos,
con los requisitos que señalen las leyes.
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cuando no establezcan preferencias de
forma “absoluta e incondicional” (en el
caso concreto porque la ley considera-
da, de otro land alemán, incluía una
cláusula por la que la preferencia a favor
de las mujeres en caso de infrarre-
presentación operaba sólo si no con-
currían motivos que inclinaran la ba-
lanza a favor del candidato masculino).

En resumen, aun con la anterior mati-
zación, la fundamentación de este tipo
de jurisprudencia es sumamente res-
trictiva con las políticas de cuotas, si
bien su alcance estricto en el plano jurí-
dico se reduce al campo laboral, donde
el Estado español no está obligado más
que a trasponer la directiva en cuestión
en los términos de la interpretación de
ella dada por el TJCCEE.

4. LA SENTENCIA SOBRE CUOTAS
ELECTORALES DE LA CORTE
COSTITUZIÓNALE ITALIANA

La sentencia de la Corte Costituzió-
nale italiana, equivalente a nuestro Tri-
bunal Constitucional, tiene un gran
interés para la eventual reforma electo-
ral de la ley española porque, como he

mencionado al principio, consideró
inconstitucional una reforma legisla-
tiva que en las elecciones municipales
obligaba a que en cualquier lista elec-
toral, del total de los puestos elegibles,
hubiera al menos un 33,3 por ciento de
cualquiera de los sexos (reducido a un
25 por ciento para los municipios con
menos de 15.000 habitantes). Aunque
la decisión del tribunal italiano no es en
absoluto vinculante para el Tribunal
Constitucional español, la similitud de
dicción de los preceptos Constitucio-
nales de uno y otro país , así como la
pertenencia a una similar cultura jurídica
y política, inclina a pensar que nuestro
tribunal tendría en cuenta y sopesaría los
argumentos aducidos por el italiano.

En sustancia, la argumentación de la
Corte Costituziónale gira en torno a
dos distinciones, que terminan conver-
giendo en la tesis de la inconstituciona-
lidad de las cuotas electorales. Por un
lado, la distinción entre derechos fun-
damentales y derechos no fundamenta-
les, por la que, excluyendo de forma
absoluta que pueda establecerse distin-
ción alguna por razón de sexo en mate-
ria de derechos fundamentales, considera
además que la imposición legal de una
reserva mínima por tal razón en las lis-
tas electorales afecta directamente al
derecho fundamental al sufragio pasivo.
Por otro lado, la distinción, dentro de las
medidas de promoción de la igualdad
entre hombres y mujeres, entre igualdad
en el punto de partida y en los resulta-
dos, conforme a la cual las cuotas en las
listas electorales no servirían al objetivo
legítimo de remover obstáculos que
impiden el resultado de la igualdad de las
mujeres sino que, al garantizar el resul-
tado mismo, crearían una nueva discri-
minación injustificada. Tal argumenta-
ción es discutible.

Cierto que es de todo aceptable el crite-
rio de que en materia de derechos fun-
damentales no son admisibles discrimi-
naciones por razón de sexo, aunque sólo
sea porque los derechos fundamentales
son tales porque todas las personas son
titulares de ellos por ser personas y, por
tanto, en igual medida. Ahora bien,
resulta debatible la idea de que las reser-
vas en las listas electorales afectan direc-
tamente al derecho fundamental de 
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En efecto, los dos párrafos del art. 3 de la Cons-
titución italiana son de contenido muy similar,
respectivamente, a los artículos 14 y 9.2 de la
nuestra (ver nota 2). El texto italiano dice: “[1]
Todos los ciudadanos tienen igual dignidad
social y son iguales ante la ley, sin distinción de
sexo, raza, lengua, religión, opiniones política
o condiciones personales y sociales. [2] Es tarea
de la República remover los obstáculos de orden
económico y social que, limitando de hecho la
libertad y la igualdad de los ciudadanos, impi-
den el desarrollo pleno de la persona humana y
la participación efectiva de todos los trabajadores
en la organización política, económica y social
del país”.

Asímismo, el párrafo primero del art. 51 de la
Constitución italiana (que dice que “todos los
ciudadanos de uno y otro sexo pueden acceder
a los oficios públicos y a los cargos electivos en
condiciones de igualdad, según  los requisitos
establecidos por la ley”) es muy similar al art.
23.2 de la española, ya citado en la nota 3.
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sufragio pasivo, de modo que violen su
contenido esencial de similar forma a
como lo haría la previsión de doble o tri-
ple valor del voto de las mujeres respecto
del derecho de sufragio activo. En
efecto, aunque genéricamente el dere-
cho de sufragio pasivo consiste en la
facultad de toda persona a presentarse
a cargos de carácter representativo, tal
facultad puede y suele estar sometida a
reglas complejas que impiden configu-
rarla como una facultad de inmediato e
ilimitado ejercicio individual y que no
pueda dar lugar a algunas distinciones
justificadas, incluso afectando a rasgos
que en principio serían discriminatorios.
Es así como se considera Constitucio-
nal que para la presentación de ciertas
candidaturas la ley exija la conformidad
de un partido político o de una coalición
electoral previamente inscrita o, incluso,
la aportación de un determinado
número de firmas de electores, y ello a
pesar de que tales condiciones puedan
servir para establecer distinciones ideo-
lógicas entre los ciudadanos, en parti-
cular entre adeptos a partidos o agru-
paciones políticas y no adeptos, en el
límite entre ciudadanos activos y pasi-
vos, favoreciendo sólo la posibilidad
de participación de los primeros. Y no
se considera inconstitucional porque
tales condiciones no afectan directa-
mente al derecho de sufragio pasivo,
esto es, a su contenido esencial, ni esta-
blecen distinciones ideológicas injusti-
ficadas, que las convierta en discrimi-
natorias. De modo similar, no parece
desatinado sostener que las reservas en
listas electorales establecen condicio-
nes que no afectan directamente, o en
su contenido esencial, al derecho fun-
damental al sufragio pasivo, sino que lo
organizan y delimitan en su ejercicio
estableciendo algunas condiciones que
resultan en distinciones razonables y, por
tanto, no discriminatorias. El comen-
tario de este último aspecto, que
requiere un mayor espacio, permitirá
enlazar con la distinción entre igualdad
en el punto de partida e igualdad en los
resultados.

En realidad, a lo que afectan clara y
directamente las reservas en listas elec-
torales no es tanto a la igualdad entre
hombres y mujeres como a la libertad

de los partidos y grupos que proponen
las listas de incluir en ellas un número
mayor o menor de hombres o de muje-
res: en un sistema sin tales reservas, la
libertad es total, de modo que la lista
puede estar formada al cien por cien por
hombres o por mujeres. Lo que las
reservas limitan es la libertad de confi-
guración de las listas, que no es una
libertad absoluta, como lo prueba el
que se impida incluir a condenados a
inhabilitación de sufragio pasivo o el que
no sería injustificado ni inconstitucional
la prohibición de presentar candidatu-
ras racistas. Ha de reconocerse que, de
forma refleja, cualquier limitación al
sufragio pasivo repercute en el sufragio
activo, de modo que las reservas limitan
también en alguna medida la libertad de
los votantes, que no pueden votar listas
exclusivamente masculinas o femeni-
nas. Sin embargo, la libertad en tal sig-
nificado, como amplitud máxima en
las posibilidades de elección, siempre
resulta reducida de hecho y de derecho
por los límites que la realidad y la lega-
lidad impone a la oferta electoral. Y, en
concreto, no parece que (si se permite
la redundancia) la limitada limitación de
las cuotas viole ni ponga en peligro la
libertad de elección garantizada por el
art. 23.1 de la Constitución.

Es cierto que la limitación que impo-
nen las cuotas puede tener como resul-
tado la no colocación de varones que
sin ellas tal vez habrían sido incluidos
en la lista. Ahora bien, ¿eso produce
una discriminación injusta contra los
varones por tales exclusiones? En rea-
lidad, afirmar que en tales casos hay
discriminación en favor de las mujeres
parece presuponer que ellas no
habrían sido propuestas de no ser por
la reserva, pero eso no hace sino con-
firmar que la libertad de propuesta
viene operando de hecho para tratar
preferentemente a los varones en las
listas, consagrando la tradicional dis-
criminación contra las mujeres en el
ámbito de las elecciones políticas. Si no
se parte del prejuicio de que el actual
reparto del poder político entre hom-
bres y mujeres es razonable y justo, o,
dicho de otro modo, en cuanto se
considera que las listas libremente
realizadas por los partidos vienen favo-

reciendo injustamente a los varones y
discriminando de hecho a las mujeres,
el establecimiento de reservas apa-
rece como una medida que impone
un trato igualitario, o más igualita-
rio, para hombres y mujeres. Desde
este punto de vista, la medida de las
cuotas en este ámbito, esto es, el
medio utilizado por la ley para acer-
carse a la consecución del fin de la
igualdad, no establece desigualdades,
sino igualdades. Y si la cuota perjudica
a algún varón que de otro modo
habría sido elegido como candidato,
ese no parece un perjuicio atendible o
indemnizable, pues en caso contrario
el elegido habría sido partícipe y bene-
ficiario de una situación de discrimi-
nación hacia las mujeres. Todo esto es
así porque, a diferencia de lo que suele
ocurrir en ámbitos como el laboral, el
funcionarial o el académico, en el
ámbito político los méritos no sirven
para atribuir derechos previos con-
forme a los que quepa afirmar que se
ha producido una preferencia discri-
minatoria o injusta. En efecto, tengan
la importancia que tengan en el
ámbito político, los méritos ahí no se
pueden medir como en aquellos otros
ámbitos, atendiendo a baremos obje-
tivables de antigüedad, habilidades o
conocimientos, sino, todo lo más,
mediante una elección o cooptación
exenta de la obligación de cualquier
justificación y en la que es difícil negar
que interviene de hecho y de manera
muy relevante un sesgo sexista a favor
de las candidaturas masculinas.

Considerado lo anterior, la interpre-
tación de la Corte Costituziónale ita-
liana de que las reservas en las listas
electorales violan el principio de “pari-
dad absoluta” del derecho al electo-
rado pasivo aparece como expresión
de una visión rígidamente formalista,
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dónde resulta discriminatoria cualquier
regulación que no sea completamente
indiferente o ciega al sexo. Por eso, si
ahora se vuelve a leer el artículo 51.1 de
la Constitución italiana (“todos los ciu-
dadanos de uno y otro sexo pueden
acceder a los oficios públicos y a los
cargos electivos en condiciones de igual-
dad, según los requisitos establecidos
por la ley” (no es tan fácil entender por
qué la reserva mínima de candidatos
de ambos sexos no es vista como una
garantía de las propias “condiciones de
igualdad” para el acceso a los cargos
públicos. Si en los cargos públicos hay
desigualdad entre los sexos, fomentar
una participación más igualitaria en las
listas electorales es una manera de garan-
tizar que, en efecto, todos los ciudada-
nos de uno y otro sexo puedan terminar
por acceder a los oficios públicos y a los
cargos electivos en mayores condiciones
de igualdad.

Conforme a la anterior interpretación,
resulta también sorprendente e inad-
misible la argumentación añadida por la
Corte Costituziónale de que las cuotas
electorales son incongruentes con el
segundo párrafo del art. 3 de la Cons-
titución italiana, que propone como
“tarea de la República remover los obs-
táculos de orden económico y social
que, limitando de hecho la libertad y la
igualdad de los ciudadanos, impiden el
desarrollo pleno de la persona humana
y la participación efectiva de todos los
trabajadores en la organización polí-
tica, económica y social del país. Según
la Corte, las acciones positivas aceptables
en favor de la igualdad de las mujeres
sólo pueden proponerse “para remover
los obstáculos que impiden a las muje-
res alcanzar determinados resultados,
[… pero] no atribuirles directamente
esos resultados mismos” (Considerato
in diritto n. 6), de modo que sólo
cabrían medidas “dirigidas a promover
la igualdad de los puntos de partida”
pero no de los de llegada (n. 7). Ahora
bien, las distinciones así presupuestas,
claro reflejo de la gran división entre
igualdad de oportunidades e igualdad de
resultados, sobre ser relativas en la
medida de que ciertas oportunidades
pueden ser vistas como resultados y a la
inversa, parecen operar mejor precisa-

mente en sentido opuesto al preten-
dido por el alto tribunal italiano. Por-
que, en efecto, la regulación de reservas
electorales afecta a las condiciones de
partida, lo que, sin duda, condiciona o
favorece un resultado de mayor igualdad
en los cargos, pero no determina los
resultados. Por acudir a la comparación
típica de la igualdad de oportunidades,
la carrera deportiva, las reservas afectan
directamente a la línea de salida y sólo
indirectamente a la de llegada.

Por lo demás, en la argumentación de la
Corte Costituziónale termina por apa-
recer una aceptación sustantiva, de
fondo, de las propias reservas electora-
les, que puede venir a desmentir el
grueso de sus argumentos. En el Con-
siderato in diritto n. 7 se precisa que
“medidas tales, Constitucionalmente
ilegítimas en cuanto impuestas por ley,
pueden en cambio ser positivamente
valoradas si son libremente adoptadas
por partidos políticos, asociaciones o
grupos que participan en las eleccio-
nes, incluso mediante específicas previ-
siones de los respectivos estatutos o
reglamentos concernientes a la presen-
tación de las candidaturas”.

Pues bien, esta aceptación resulta incon-
gruente con la consideración de las
reservas legales como limitativas del
derecho fundamental al sufragio pasivo.
Porque si el derecho fundamental al
sufragio pasivo incluyera el derecho
individual de cualquier persona a ser
elegido en una candidatura con exclu-
sión de cualquier preferencia en favor de
las mujeres, no se entiende cómo podría
ser autorizado por la ley. Si, por ejem-
plo, un partido político aprobara en
sus estatutos que no pueden ser candi-
datos los menores de 25 años, o los
mayores de 60, o (para acercarnos toda-
vía más al caso) las mujeres, o los varo-
nes, sin duda que tal medida afectaría al
derecho fundamental al sufragio pasivo,
de modo que su autorización legal sería
inconstitucional. El hecho de que se
reconozca que las cuotas son perfecta-
mente legítimas cuando se establecen
por los partidos, así pues, no avala en
absoluto la idea de su ilegitimidad
cuando son impuestas por la ley.
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Naturalmente, y no me resisto a decirlo aunque
se salga del hilo de mi argumentación, una muy
buena razón para defender este modelo es que
en él todavía domina la idea de ciudadanía
democrática, frente al modelo nacionalista, que
presupone una noción esencialista y excluyente
de los propios nacionales. Y así, mientras desde
el primer punto de vista serán vascos (o catala-
nes), con letras minúsculas pero con todos los
derechos ciudadanos iguales, quienes residen en
los respectivos territorios, desde el segundo
punto de vista, el nacionalista, sólo serán ver-
daderos vascos (o catalanes) los que tengan
ciertos apellidos o compartan cierta cultura,
lengua o ideología, etc., de modo que los
demás, aunque hayan residido en el territorio
correspondiente, no son vistos como titulares de
derechos políticos originarios, sino, en el mejor
de los casos, por concesión graciosa y sólo en
cuanto no pongan en peligro los pretendidos
rasgos de la identidad nacional.

Esta concepción no es una fantasía mía: fue en
parte defendida por el austromarxista Otto
Bauer antes de la primera guerra mundial como
fórmula de solución para los países balcánicos y
forma parte de la legislación electoral de países
como Canadá, la India o Nueva Zelanda (agra-
dezco a Diego Rodríguez estas informacio-
nes). No obstante, por lo que yo puedo saber,
dónde más lejos ha llegado la propuesta de su-
peración de la base territorial es en las preten-
siones de algunos grupos defensores de la “na-
ción musulmana” que vive en el Reino Unido,
que reclaman un aparato político propio, dife-
renciado e independiente dentro del Estado,
con competencias exclusivas en determinadas
materias relacionadas con la religión y la cultu-
ra propias.

6
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5. PARA UNA CONCLUSIÓN: 
EN TORNO AL INTERÉS GENERAL 
A mi modo de ver, y para ir conclu-
yendo, el mayor problema que podría
estar detrás de la negativa de la Corte
Costituziónale tiene muy poco que ver
con los derechos individuales relaciona-
dos con el sufragio pasivo, incluidos los
derechos a la igualdad tal y como los
concibe ella misma, y versa más bien
sobre ciertos diseños deliberados de la
organización electoral. Por aplicar el prin-
cipio de caridad a la decisión del alto tri-
bunal italiano, aunque no lo haya dicho,
quizá incluso de forma casi inconsciente,
lo que seguramente le ha preocupado es
el carácter global de la representación
política, ligada a la idea del interés gene-
ral y del parlamento como representante
de la soberanía de la nación o del pueblo.
Sin embargo, bien analizada, tampoco
esta objeción inexplícita afecta severa-
mente a las cuotas electorales femeninas.

El modelo puro de la concepción glo-
bal de la representación es el de una
elección con un único distrito y, por
tanto, con los mismos candidatos ele-
gibles por todos los ciudadanos. Los
modelos reales se apartan de distintas
formas de tal modelo, apartándose más
aquellos en los que los distritos electo-
rales se corresponden con territorios
muy diferenciados entre sí, que pue-
den fomentar representaciones de carác-
ter regionalista o nacionalista en tensión
con la visión global mencionada. Pues
bien, esa separación del modelo puro,
que es muy común (no hace falta decir
que es la efectivamente vigente tanto en
Italia como en España), se ha realizado
sólo conforme a bases territoriales y
nunca, al menos directamente, perso-
nales: dicho de otro modo, por utilizar
el caso español, la representación de las
provincias del país Vasco o de Cataluña
puede tener un carácter específico en el
parlamento no porque los vascos o los
catalanes en cuanto tales tengan derecho
a tener tantos diputados, sino simple-
mente porque así resulta de una distri-
bución de los distritos por provincias en
las que tienen derecho a voto todos los
residentes en ellas .

El problema procede de que la previsión
de reservas electorales por razón de

sexo, aunque sea de forma muy inci-
piente, puede parecer que abre un pre-
cedente hacia la previsión de distritos o
cuasi-distritos electorales de carácter
personal. Y tal resultado, que algunas
minorías nacionales, étnicas o religiosas,
podrían utilizar para exigir una repre-
sentación política propia, presupone
una concepción potencialmente dis-
gregadora que, en el límite, conduce a
la disolución de la noción de soberanía
territorial y, con ella, del Estado como
instancia globalizadora de los intereses
comunes a la población que habita en
un territorio .

Aunque este tipo de argumentación
frente a la reserva electoral en favor de
las mujeres puede ser relevante políti-
camente (lo que no equivale a “Cons-
titucionalmente”) y tenerse en consi-
deración, tampoco debe exagerarse. En
realidad, desde las cuotas femeninas
hasta los distritos personales hay toda-
vía un largo trecho, pues las cuotas afec-
tan únicamente al sufragio pasivo pero
no al activo, y de un modo que no con-
vierte a las mujeres en un grupo que
vota y se vota a sí mismo aparte, sino
que simplemente las garantiza un cierto
porcentaje en cualquier candidatura
para ser votadas por todos los electores
del ámbito territorial correspondiente.
A esa diferencia, en apariencia sólo téc-
nica, se liga también una diferencia sus-
tantiva decisiva: la pretensión de la
reserva electoral femenina no es obtener
una representación diferenciada de las
mujeres, consideradas como portadoras
de una ideología o unos intereses pro-
pios y distintivos, sino incrementar su
igualdad en todo el arco de las convic-
ciones y ofertas políticas y, así, promo-
ver una sociedad más integrada en su
conjunto.

Y ésta es una propuesta no sólo plena-
mente acorde con la visión de la política
democrática como acción representativa
del conjunto de la población, sino
incluso valedora de una concepción del
interés general más atractiva y com-
prensiva que la efectivamente vigente.
Lo que confirma sobradamente, en mi
opinión, que las cuotas electorales feme-
ninas no son ni deben ser consideradas
como inconstitucionales.
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